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Primera Instancia, 

Sala de Guayama 

 

Civil Núm.: 

G PE2015-0100 (302) 

 

Sobre:  

Procedimientos 

especiales, injunction 

clásico 

Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez Nazario, el Juez 

Rodríguez Casillas y el Juez Candelaria Rosa. 

 

Candelaria Rosa, Juez Ponente  

 

 

SENTENCIA  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto de 2016.  

 Comparece el señor Juan la Luz Pizarro (apelante) y nos solicita 

que revoquemos la sentencia emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de Guayama el 25 de septiembre de 2015 y 

notificada el 28 de septiembre del mismo año. Por medio del referido 

dictamen, el foro de instancia desestimó con perjuicio la demanda de 

injunction, sentencia declaratoria, mandamus, daños y perjuicios, así 

como violación de derechos civiles, presentada por el apelante en 

contra del Estado Libre Asociado de Puerto Rico (ELA), el 

Departamento de Corrección y Rehabilitación (DCR) y su Secretario. 

Evaluado el recurso, confirmamos la sentencia apelada.  

El 17 de julio de 2014, el apelante hizo alegación de 

culpabilidad en el caso Pueblo v. Juan La Luz Pizarro, Crim. Núm. 

KLA2014G0203, KLA2014G0204 y KDP2014G00025. En función 
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de ello, el Tribunal emitió fallo declarándolo culpable por el Artículo 

5.04 de la Ley de Armas (2 años); Artículo 5.06 de la Ley de Armas 

(1 año consecutivo con el Artículo 5.04 de la Ley de Armas); tentativa 

del Artículo 215 del código Penal de 2012 (2 años); tentativa del 

Artículo 19 de la Ley Núm. 8, Ley de Propiedad Vehicular (2 años 

concurrentes con la tentativa del Artículo 215 del Código Penal y 

consecutivos con los cargos por Ley de Armas); esto para un total de 

cinco (5) años de cárcel. 

 El 5 de agosto de 2014, el DCR emitió una Hoja de Control 

sobre Liquidación de Sentencias en la que reconoció el derecho de 

bonificación del apelante relacionado a la pena impuesta por el 

Artículo 5.06 de la Ley de Armas. Asimismo, el 25 de agosto de 2014 

el DCR emitió una Hoja de Control sobre Liquidación de Sentencias 

en la cual no computó bonificaciones para el apelante de la pena 

impuesta por el Artículo 5.06 de la Ley de Armas. 

 El 12 de julio de 2015, el Lcdo. Juan Carlos Ríos Pérez en 

representación del apelante, notificó tanto al Secretario del 

Departamento de Justicia como al Secretario del DCR, su intención de 

demandar alegando que funcionarios del DCR hicieron el cómputo de 

la liquidación de su sentencia contrario a derecho. Señaló, que al 

realizar el referido cómputo le negaron las bonificaciones, programas 

de desvío y otros beneficios de los que el apelante era beneficiario. 

Cabe destacar que la notificación que realizó el representante legal de 

la intención de su representado de demandar al ELA y al DCR se 

realizó luego de transcurrir más de diez (10) meses desde que se 

emitió la última Hoja de Control sobre Liquidación de Sentencias, 

que es la base de los reclamos del apelante. 
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 El 11 de agosto de 2015, el apelante presentó por derecho 

propio una demanda de injunction, mandamus, sentencia declaratoria, 

daños y perjuicios, así como por violación de derechos civiles a tenor 

con la Ley Federal de Derechos Civil, 42 U.S.C. sec. 1983, en contra 

del ELA, el Secretario del DCR y el Jefe Interino de la División de 

Documentos y Records del DCR. El apelante solicitó que se expidiera 

un mandamus con el fin que los demandados cumplieran con su deber 

ministerial de darle fiel cumplimiento a las sentencias penales 

impuestas al apelante. Para ello, solicitó que se les ordenara a los 

funcionarios emitir una tabla de cómputo de sentencia que refleje las 

bonificaciones a las que alega tiene derecho y solicita que así se 

decrete mediante sentencia declaratoria. Finalmente, alegó que al 

negarse los funcionarios del DCR a emitir una nueva hoja de 

liquidación de sentencia, se le han violado sus derechos civiles por lo 

que reclama una compensación por los daños y perjuicios de 

$25,000.00. 

 El 4 de septiembre de 2014, el ELA y el DCR comparecieron 

ante el foro de instancia mediante Moción de Desestimación. Por 

medio de esta, los apelados levantaron la defensa de falta de 

jurisdicción, argumentando que el apelante debió agotar remedios 

administrativos conforme al Reglamento Núm. 8583 de 3 de junio de 

2015, conocido como el Reglamento para Atender las Solicitudes de 

Remedios Administrativos Radicadas por los Miembros de la 

Población Correccional. Adujeron que la controversia planteada por el 

apelante ante el tribunal debió plantearse en primera instancia ante la 

División de Remedios Administrativos del DCR. Además, los 

apelados argumentaron que el apelante no cumplió adecuadamente 
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con el requisito de notificación al Secretario del Departamento de 

Justicia que dispone la Ley Núm. 104–1955, conocida como la Ley de 

Pleitos contra el Estado. 

 El 25 de septiembre de 2015, el Tribunal de Primera Instancia 

dictó la sentencia objeto del presente recurso. Por medio de esta, el 

foro de instancia desestimó con perjuicio la demanda presentada por 

el apelante. Señaló que el apelante no cumplió con los requisitos que 

se exigen al presentar un recurso extraordinario. Asimismo, dispuso 

que al estar la controversia relacionada a un componente del plan 

institucional del apelante, este debió agotar los recursos 

administrativos que tenía disponibles antes de acudir al foro judicial. 

Finalmente, determinó que la notificación que realizó el apelante al 

Secretario del Departamento de Justicia no siguió las disposiciones de 

la Ley de Pleitos contra el Estado. El apelante solicitó reconsideración 

del referido dictamen, pero fue denegada mediante resolución dictada 

el 15 de octubre de 2015. 

Insatisfecho con la determinación del foro de instancia, el 

apelante acude ante nos y formula los siguientes señalamientos de 

error: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia, al desestimar la 

demanda bajo el fundamento de notificación al Estado al 

amparo de la Ley 104 de Pleitos contra el Estado, en la 

medida en que el requisito de notificación carece de 

virtualidad y es inoperante en el caso de autos a tenor con 

la jurisprudencia del Tribunal Supremo de Puerto Rico. 

 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al declararse sin 

jurisdicción, fundamentando en que el Reglamento 8583 

del Departamento de Corrección y Rehabilitación establece 

una jurisdicción exclusiva que venía obligado a agotar el 

demandante, tratándose de un caso en donde el organismo 

administrativo no está facultado para conceder los 

remedios solicitados en la demanda. 
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 En nuestro ordenamiento jurídico se ha reiterado, que la 

jurisdicción es “el poder o autoridad de un tribunal para considerar y 

decidir casos y controversias”. Solá-Moreno v. Bengoa Becerra, 182 

DPR 675, 683 (2011). En virtud de este principio, los tribunales deben 

constatar su jurisdicción y carecen de discreción para asumirla si no la 

poseen. Cruz Parilla v. Depto. Vivienda, 184 DPR 393 (2012); Morán 

v. Martí, 165 DPR 356 (2005). Así pues, los tribunales tienen el deber 

indelegable de verificar su propia jurisdicción a los fines de poder 

atender los recursos presentados ante éstos. Souffront v. AAA, 164 

DPR 663 (2005); Vázquez v. ARPE, 128 DPR 513 (1991).  

Cónsono con lo anterior, nuestro Tribunal Supremo ha 

expresado que entre las instancias en las que un tribunal carece de 

jurisdicción para adjudicar una controversia se encuentra la 

presentación tardía de un recurso. Peerless Oil v. Hnos. Torres Pérez, 

186 DPR 239 (2012); Cruz Parrilla v. Depto. Vivienda, 184 DPR 393 

(2012). Un recurso tardío adolece del grave e insubsanable defecto de 

falta de jurisdicción y debe ser desestimado. Moreno González v. 

Coop. Ahorro Añasco, 177 DPR 854 (2010); Rodríguez v. Zegarra, 

150 DPR 649 (2000). De modo que, cuando un tribunal determina que 

no tiene la autoridad para atender un recurso, solo puede así declararlo 

y desestimar el caso. Caratini v. Collazo Syst. Análisis, Inc., 158 DPR 

345 (2003); Vega v. Telefónica, 156 DPR 584 (2002). 

Por otra parte, la doctrina de inmunidad soberana impide que se 

presenten reclamaciones judiciales contra el Estado a menos que este 

consienta a ser demandado. Rosario Mercado v. ELA, 189 DPR 561 

(2013); Berríos Román v. ELA, 171 DPR 549 (2007). A base de esta 

doctrina se aprobó la Ley Núm. 104–1955, conocida como la Ley de 
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Pleitos contra el Estado, mediante la cual el Estado renunció 

parcialmente a su inmunidad soberana. Al aprobar la referida ley, 

nuestra Asamblea Legislativa ejerció su prerrogativa de imponer las 

condiciones según las cuales el Estado renunciaría parcialmente a su 

inmunidad soberana. Defendini Collazo v. ELA, Cotto, 134 DPR 28 

(1993). De esta forma, la renuncia parcial a la inmunidad soberana del 

Estado vino acompañada de limitaciones y salvaguardas procesales 

que rigen la forma como un perjudicado podrá reclamar 

indemnización del soberano. Berríos Román v. ELA, supra. 

Una de las condiciones establecidas para poder entablar una 

reclamación contra el Estado es el requisito de notificación. Este 

requisito está contenido en la Sección 3077 (a) de la Ley Núm. 104–

1955 y en lo pertinente lee como sigue: 

(a) Toda persona que tenga reclamaciones de cualquier 

clase contra el Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 

por daños a la persona o a la propiedad, causados por 

culpa o negligencia de dicho Estado, deberá presentar al 

Secretario de Justicia una notificación escrita haciendo 

contar, en forma clara y concisa, la fecha, sitio, causa y 

naturaleza general del daño sufrido, los nombres y 

direcciones de sus testigos, y la dirección del reclamante, 

así como el sitio donde recibió tratamiento médico en 

primera instancia. 
 

(b) Dicha notificación se entregará al Secretario de 

Justicia remitiéndola por correo certificado, o por 

diligenciamiento personal, o en cualquier otra forma 

fehaciente reconocida en derecho. 
 

(c) La referida notificación escrita se presentará al 

Secretario de Justicia dentro de los noventa (90) días 

siguientes a la fecha en que el reclamante tuvo 

conocimiento de los daños que reclama. […] 
 

(d) […] 
 

(e) No podrá iniciarse acción judicial de clase alguna 

contra el Estado Libre Asociado de Puerto Rico por 

daños causados por la culpa o negligencia de aquél, si no 

se hubiese efectuado la notificación escrita en la forma y 

manera y dentro de los plazos prescritos en esta sección, 

a menos que no haya mediado justa causa para ello. Esta 

disposición no será aplicable a los casos en que la 
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responsabilidad del Estado esté cubierta por una póliza 

de seguro. 
 

(f) […] 

  

Se desprende de la lectura del inciso (e) antes transcrito que se 

prohíbe instar una acción judicial contra el Estado si no se ha 

cumplido con los términos y los requisitos establecidos en la citada 

sección. Por tanto, la notificación es una parte esencial de la causa de 

acción y a menos que se cumpla con esta no existe el derecho a 

demandar. Berríos Román v. ELA, supra. La Asamblea Legislativa 

consideró el requisito de notificación como un mecanismo útil para 

evitar que las acciones al amparo de la Ley Núm. 104–1955 

presentadas justo al final del término disponible para ello tuvieran el 

efecto de impedir que el Estado pueda oportunamente encontrar la 

información requerida para poder defenderse apropiadamente de las 

alegaciones ventiladas en su contra. Diario de Sesiones de la 

Asamblea Legislativa, P. de la C. Núm. 492, Sesión Ordinaria, 5ta 

Asamblea Legislativa, T.2 pág. 845. 

A pesar de lo anterior, se ha resuelto que el requisito de 

notificación es uno de cumplimiento estricto. Acevedo v. Mun. de 

Aguadilla, 153 DPR 788 (2001). Este requisito podrá ser eximido 

cuando haya mediado justa causa para ello. 32 LPRA sec. 3077a(e). 

De esta manera, la limitación al derecho a demandar cede cuando 

existe justa causa. ELA v. Martínez Zayas, 188 DPR 749 (2013). A 

pesar de que existen excepciones para su cumplimiento, como regla 

general, el requisito de notificación debe ser aplicado de manera 

rigurosa. Berríos Román v. ELA, supra. Esto es así porque el 

propósito de la notificación es avisarle al Gobierno que ha surgido una 

probable causa de acción por daños en su contra por lo que debe 
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activar sus recursos de investigación prontamente. Id. Es menester 

puntualizar que el Tribunal Supremo siempre ha reconocido la validez 

y vigencia de la notificación al Estado y solo ha eximido al reclamante 

de notificar al Estado cuando dicho requisito incumple con los 

propósitos y objetivos de la Ley Núm. 104–1955 y cuando 

jurídicamente no se justifica aplicarlo a las circunstancias de cada 

caso en particular. ELA v. Martínez Zayas, supra.  

En el caso bajo nuestra consideración, el apelante disputa la 

determinación de falta de jurisdicción que tomó el foro de primera 

instancia sobre la base del incumplimiento con la notificación en los 

términos provistos por la Ley Núm. 104–1955. Sostiene inadecuado 

tomar el mes de agosto de 2014 como inicio del término de noventa 

(90) días para notificar puesto que, si bien es la fecha en que se 

realizaron las Hoja de Control sobre Liquidación de Sentencias, tal 

determinación carecía de finalidad. Sin embargo, el apelante soslaya 

que el texto de la ley es claro en cuanto a que el momento 

fundamental en el que surge su deber de notificación es aquel en que 

tuvo noción del daño, al margen de la existencia de procedimientos 

administrativos disponibles para enfrentar tal perjuicio. Es 

indisputable que dicho momento fue en agosto de 2014. Cualquier 

trámite administrativo pudo realizarse de forma paralela a la adecuada 

notificación de su reclamo al Estado. Por el contrario, demoró diez 

(10) meses en iniciar cualquier tipo de gestión o reclamo relacionado 

al cómputo de la sentencia sin mostrar justa causa para ello. Por tanto, 

determinamos que fue correcta la determinación del foro de instancia 

en cuanto a que carecía de jurisdicción para atender el recurso ante su 
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consideración. Visto que ello, de por sí, dispone del presente recurso, 

huelga discutir el otro error planteado. 

Por los fundamentos que anteceden, confirmamos la sentencia 

apelada. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


